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alguNaS coNSIderacIoNeS reSpecto 
del derecho de acceSo a la juStIcIa 
eN la ley de “juStIcIa y paz”
Ana Lucía Moncayo Albornoz1
resumen
[Palabras clave: Acceso a la justicia, Víctimas de derechos huma-
nos, Ley 975 de 2005, Ley de Justicia y Paz, Garantía a un recurso 
judicial efectivo]
Este artículo analiza el derecho de acceso a la justicia en las 
víctimas de violaciones a derechos humanos en el marco 
del conflicto armado interno colombiano, a propósito de 
la Ley 975 de 2005, conocida como Ley de “Justicia y Paz”. 
Indaga el contenido de este derecho en la doctrina, norma-
tividad nacional e internacional y jurisprudencia nacional 
e internacional, especialmente de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos.
1 Abogada de la Universidad Externado de Colombia, especializada en 
Derecho Penal de la misma universidad, con maestría en ciencias penales 
de la Universidad de Barcelona y Pompeu Fabra (Barcelona - España). 
Investigadora y coordinadora de la línea de investigación de victimología 
del Centro de Investigación en Política Criminal de la Universidad Externado 
de Colombia, desde 2003, e investigadora de la Cátedra uNeSco “Derechos 
Humanos y violencia: gobierno y gobernanza”.
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Del mismo modo, analiza la garantía del Estado de acceso 
a un recurso judicial efectivo y su deber de investigar, en-
juiciar y sancionar a los responsables. Deber que se acentúa 
ante violaciones de derechos humanos en un escenario de 
desmovilización. Las víctimas de estas violaciones en su 
mayoría pertenecen a zonas rurales, con escasos recursos, 
bajo nivel educativo, etc. En la aplicación de la Ley 975 de 
2005 se observaron obstáculos de distinto orden que hacen 
nugatorio el derecho de acceso a la justicia que les asiste y, 
por supuesto, no permite que las víctimas sean reparadas 
en sus derechos.
El incumplimiento del Estado en su obligación de ga-
rantizar el acceso a un recurso judicial efectivo se hace 
manifiesto en esta Ley.
La identificación de estos obstáculos resulta interesante 
en la construcción de una política pública de acceso a la 
justicia, especialmente para aquellas personas que, por la 
gravedad de las victimizaciones, han sufrido más dolor. 
El principio de acceso a la justicia tiene su sustento en 
la facultad que tienen todas las personas a hacer valer sus 
propios derechos ante un órgano jurisdiccional2. Dicho en 
otras palabras, es el derecho que tiene toda persona a refutar 
con argumentos fácticos, probatorios y jurídicos ante una 
instancia judicial sus derechos vulnerados, para obtener 
de manera eficaz reconocimiento, protección y reparación 
de los mismos.
Derecho que ha sido reconocido por numerosos instru-
mentos internacionales, algunos de carácter vinculante para 
los Estados y otros, aunque no vinculantes, sí relevantes por 
responder a un consenso internacional de protección de los 
2 Art. xvIII. De la Declaración Americana de los Derechos y deberes del 
“Hombre”. Artículo xvIII. “Toda persona puede ocurrir a los tribunales para 
hacer valer sus derechos….”. En el mismo, sentido, Cfr. cuervo (2005: 7).
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derechos humanos. Entre ellos, encontramos la Declaración 
Universal de Derechos Humanos3 –Art.8–; La Declaración 
Americana de los Derechos y deberes del “Hombre” –Art. 
xvIII4–; la Convención Americana de Derechos Humanos 
en los artículos 8 –garantías judiciales– y 25 –Protección 
judicial5–; en el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos en sus artículos 26 –igualdad ante la ley– y 14 
–garantías judiciales–; el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional –artículos 19.3, 65.4, 68, 75 y 82.46–; la Conven-
ción Europea de Derechos Humanos –artículo 6–7.
3 La Declaración Universal de Derechos Humanos en el artículo 8: “Toda persona 
tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que 
la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 
constitución o por la Ley”.
4 La Declaración Americana de los Derechos y deberes del “Hombre” –artículo 
xvIII–: “Derecho de justicia. Toda persona puede concurrir a los tribunales para hacer 
valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por 
el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, 
algunos de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.
5 “Artículo 8.Garantías Judiciales 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con 
las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la 
ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o 
para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter. (…) 
 Artículo 25. “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier 
recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos 
que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen 
en ejercicio de sus funciones oficiales.
 2. Los Estado partes se comprometen:
 a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado 
decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;
 b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 
 c) a garantizar el cumplimiento por las autoridades competentes, de toda decisión en 
que se haya estimado procedente el recurso”.
6 Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, aprobado el 17 de julio de 
1998 por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones 
Unidas sobre el establecimiento de una corte penal internacional. A/
coNf.183/9, 17 de julio de 1998, artículos 19.3, 65.4, 68, 75 y 82.4.
7 Convención Europea, artículo 6: “Toda persona tiene derecho a que su causa 
sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un tribunal 
independiente e imparcial”.
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Otros instrumentos buscan la protección y restitución del 
derecho de acceso a la justicia tanto en víctimas de delitos de 
violaciones de derechos humanos y Derecho Internacional 
Humanitario, como en víctimas de abuso del poder. Entre 
ellos encontramos:
– Los Principios Fundamentales de Justicia para las 
Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder, los cuales, en 
Resolución 40/34, de 29 de noviembre de 19858, señalaron 
que las víctimas de delitos “tendrán derecho al acceso a 
los mecanismos de la justicia y a una pronta reparación 
del daño que hayan sufrido”. Asimismo, consagró que se 
les facilitará la adecuación de los procesos judiciales y se 
les permitirá asistencia apropiada durante todo el proceso 
8 Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas 
de Delitos y del Abuso del Poder. Acceso a la justicia y trato justo 4. Las víctimas 
serán tratadas con compasión y respeto por su dignidad. Tendrán derecho al 
acceso a los mecanismos de la justicia y a una pronta reparación del daño que 
hayan sufrido, según lo dispuesto en la legislación nacional. 5. Se establecerán 
y reforzarán, cuando sea necesario, mecanismos judiciales y administrativos 
que permitan a las víctimas obtener reparación mediante procedimientos 
oficiales u oficiosos que sean expeditos, justos, poco costosos y accesibles. Se 
informará a las víctimas de sus derechos para obtener reparación mediante 
esos mecanismos. 6. Se facilitará la adecuación de los procedimientos 
judiciales y administrativos a las necesidades de las víctimas: a) Informando 
a las víctimas de su papel y del alcance, el desarrollo cronológico y la marcha 
de las actuaciones, así como de la decisión de sus causas, especialmente 
cuando se trate de delitos graves y cuando hayan solicitado esa información; 
b) Permitiendo que las opiniones y preocupaciones de las víctimas sean 
presentadas y examinadas en etapas apropiadas de las actuaciones siempre 
que estén en juego sus intereses, sin perjuicio del acusado y de acuerdo con 
el sistema nacional de justicia penal correspondiente; c) Prestando asistencia 
apropiada a las víctimas durante todo el proceso judicial; d) Adoptando 
medidas para minimizar las molestias causadas a las víctimas, proteger su 
intimidad, en caso necesario, y garantizar su seguridad, así como la de sus 
familiares y la de los testigos en su favor, contra todo acto de intimidación y 
represalia; e) Evitando demoras innecesarias en la resolución de las causas y 
en la ejecución de los mandamientos o decretos que concedan indemnizaciones 
a las víctimas. 7. Se utilizarán, cuando proceda, mecanismos oficiosos para la 
solución de controversias, incluidos la mediación, el arbitraje y las prácticas 
de justicia consuetudinaria o autóctonas, a fin de facilitar la conciliación y la 
reparación en favor de las víctimas.
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judicial, así como también la presentación de sus preocu-
paciones y opiniones en etapas apropiadas, siempre que 
estén en juego sus intereses. 
– Los Principios para la Protección y Promoción de los 
Derechos Humanos Mediante la Lucha contra la Impuni-
dad (2005)9, señalan –en el principio 19– que los Estados 
deberán emprender investigaciones rápidas, minuciosas, 
independientes e imparciales frente a las violaciones de los 
derechos humanos y el Derecho Internacional Humanitario y 
la iniciativa de enjuiciamiento debe provenir del Estado. Así 
mismo, señala que los Estados deben garantizar la amplia 
participación jurídica en el proceso judicial a todas las partes 
perjudicadas y a toda persona u organización no guberna-
mental que tenga un interés legítimo en el proceso.
Y se encuentra de manera expresa en los “Principios 
y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de 
derechos humanos o de violaciones graves del derecho in-
ternacional humanitario a interponer recursos y ha obtener 
reparaciones”10, aprobados por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas. Dicho instrumento señala que la víctima 
de una violación manifiesta de las normas internacionales 
de derechos humanos o de una violación grave del derecho 
humanitario debe tener acceso igual a un recurso judicial 
efectivo, conforme a lo previsto en el derecho internacio-
nal. También debe tener acceso a órganos administrativos 
y de otra índole, así como a mecanismos, modalidades y 
procedimientos utilizados conforme al derecho interno 
(numeral 12).
9 Conjunto de Principios Actualizado para la Protección y Promoción de los 
Derechos Humanos Mediante la Lucha contra la Impunidad. 2005
10 Resolución aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 
de diciembre de 2005.
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La importancia de este reconocimiento por parte de la 
comunidad internacional ha sido trascendental para que el 
acceso a la justicia sea incorporado como derecho fundamen-
tal (BIrgIN y koheN, 2006: 15)11 en las constituciones de los 
diferentes Estados, específicamente en aquellos democráti-
cos de derecho. En éstos, el derecho de acceso a la justicia y 
el derecho a la igualdad12 están entrañablemente vinculados, 
en el entendido que se garantiza a todas las personas, sin 
discriminación alguna, el derecho de acceder a la justicia. 
El Estado es entonces un instrumento que permite dicha 
materialización, en tanto permite que la sociedad de manera 
igualitaria acuda ante él para que resuelva sus conflictos, 
reconozca sus derechos y tome las medidas necesarias para 
protegerlos; de lo contrario, la justicia por propia mano sería 
la imperante. Así, entonces, será el Estado el que regule este 
derecho ante la sociedad, la cual dentro del sistema debe 
reconocer y legitimar la función de éste. 
Para lograr la efectividad de este principio se requiere, 
a su vez, que quien lo alega o refuta sea oído por el órgano 
jurisdiccional competente, con las debidas garantías13 recono-
cidas a través de los distintos instrumentos internacionales 
como nacionales. Es decir, una persona accederá a la justicia 
siempre que sea escuchada; lo contrario sería, en palabras 
de fraNcISco ferNáNdez Segado14, someter a la persona a un 
estado de indefensión, esta vez por parte del Estado, quien 
en últimas detenta el poder jurisdiccional. 
11 En el mismo sentido, maraBotto, jorge (2007). 
12 Entre otros, Cfr. cuervo (Op cit.: 3). En el mismo sentido, BIrgIN y koheN (Op 
cit.: 15).
13 Artículo 8.1 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos. Artículo 
6.º de la Convención Europea de Derechos Humanos. Sobre el derecho a ser 
oído. la Convención Europea de Derechos Humanos –artículo 6.º– “Toda persona 
tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo 
razonable, por un tribunal independiente e imparcial”. (Cfr. acoSta, 2007: 116).
14 Cfr. ferNáNdez (1999). Así mismo, Corte Interamericana de Derechos Humanos 
caso veláSquez rodríguez, Excepciones preliminares, sentencia de junio 26 
de 1987.
177
La doctrina15 y la jurisprudencia16 han reconocido que 
para que se dé cumplimiento al derecho de acceso a la jus-
ticia no es suficiente con accionar el sistema jurisdiccional, 
sino que se requiere del cumplimiento de varios derechos 
que conforman su contenido, así: (I) derecho de acceso a un 
órgano jurisdiccional. Entendido como el derecho que toda 
persona tiene a accionar el sistema judicial, a hacer parte 
de un proceso equitativo con las garantías de un tribunal 
independiente, imparcial y competente. Es decir, acceder 
al sistema judicial sin discriminación alguna; (II) el derecho 
a participar17 en el proceso y a que las pretensiones solicitadas se 
desarrollen de conformidad con las normas del debido proceso. No 
se trata solamente de accionar el sistema sino también de 
dinamizarlo a través de la participación real de quien entró, 
dando cumplimiento a las mínimas garantías propias de un 
proceso judicial. Estos dos literales, según garcía ramírez, 
hacen parte de lo que se conoce como acceso formal de la 
justicia; (III) Derecho a obtener un fallo, pronto firme y ejecuta-
ble. Dicho en otras palabras, es el contenido material18 del 
derecho al acceso a la justicia; “Sin esto último, aquello 
resulta estéril: simple apariencia de justicia, instrumento 
15 Cfr. garcía ramírez (s.f.) y ferNáNdez Segado (1999). 
16 Voto Concurrente razonado del Juez SergIo garcía ramírez (Vicepresidente). 
Corte Idh, caso Myrna Mack Chang Vs Guatemala, sentencia de 25 de 
noviembre de 2003. Párrafo 5; Voto disidente del Juez aNtoNIo caNcado 
trINdade, párrafo 2, Caso: Cinco pensionistas Vs perú. Y Corte Constitucional 
Sentencias C-228 de 02, Sentencia 454 de 2005 y Sentencia C-209 de 2007
17 La jurisprudencia constitucional ha señalado que el derecho al acceso a la justicia, 
tiene como uno de sus componentes naturales el derecho a que se haga justicia. Este 
derecho involucra un verdadero derecho constitucional al proceso penal y el derecho a 
participar en el proceso penal, por cuanto el derecho al proceso en el estado democrático 
debe ser eminentemente participativo. Corte Constitucional, Sentencia C-209 de 
2007 (subrayado fuera del texto).
18 Acceso formal y material a la justicia “Formal, como derecho de plantear 
contiendas, probar los hechos y las razones y alegar en defensa de las 
correspondientes pretensiones; material, como derecho a obtener una 
sentencia favorable a las pretensiones justas” (garcía ramírez, 1997: 22 - 23 
y garcía ramírez, 2004).
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ineficaz que no produce el fin para el que fue concebido”19. 
Una respuesta pronta sin dilaciones injustificadas se hace 
necesaria para concretar el derecho de acceso a la justicia, 
pues de lo contrario, como lo señala fIx-zamudIo20, “una 
justicia retrasada es una justicia denegada”. 
Además se requiere que la sentencia sea ejecutable; así, 
la cIdh señaló en el caso caBrejo BerNuy: “El artículo 25 de 
la Convención hace alusión directa al criterio de efectividad 
del recurso judicial, el cual no se agota con la sentencia de 
fondo sino con el cumplimiento de dicha decisión. (…) El 
Estado debe, por todos los medios posibles, no sólo brindar 
a los ciudadanos la rama jurisdiccional para que sean aten-
didas todas las pretensiones que deseen hacer valer ante los 
jueces, sino también garantizarles de alguna forma que los 
efectos de la sentencia se cumplirán, pues de lo contrario 
estaríamos ante una clara inefectividad del derecho a la 
tutela jurisdiccional” 21. 
Es por ello que la ejecutabilidad de la sentencia resulta 
ser la concreción del derecho de acceso a la justicia. Es la 
consumación de un camino, en la mayoría de los casos, largo, 
puntilloso y desgastante, pero fundamental en la busqueda 
del reconocimineto, protección y reparación de derechos.
Es importante señalar que en todo el contenido del 
derecho de acceso a la justicia deben estar presentes las 
garantías propias del debido proceso, por tratarse de un 
derecho fundamental en todos los procedimientos.
19 Voto Concurrente razonado del Juez SergIo garcía ramírez (Vicepresidente). 
Corte Idh, caso myrNa mack chaNg Vs Guatemala, sentencia de 25 de 
noviembre de 2003. Párrafo 5. En el mismo sentido, SergIo garcía ramírez 
(2004). 
20 Citado en garcía ramírez (2004: 109). 
21 cIdh caso caBrejoS BerNuy, párr. 29. Informe n.º 110 (12-4-2000). 
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la víctIma y el derecho de acceSo a la juStIcIa
Ahora bien, como lo han reconocido la doctrina22 y la 
Corte Constitucional23, el principio de acceso a la justicia 
es una garantía no sólo del imputado sino de la víctima. 
Es un derecho que ambas partes tienen dentro del proceso 
jurisdiccional. Es una garantía bilateral, tradicionalmente 
reconocida al implicado desde el proceso penal –clásico–, 
en el que el Estado, en ejercicio de su poder punitivo que 
se traduce en la restrincción de derechos, se centró en el 
procesado, quien, en la dinámica propia de su proceso, 
tiene que lidiar tanto con las partes como con el mismo 
Estado, por lo que la comunidad internacional apuntó a la 
protección de sus derechos. 
En consecuencia, la doctrina y la jurisprudencia nacional 
e internacional le reconocieron al imputado el derecho de 
acceso a la justicia, el cual ha sido dinamizado no solo con 
el derecho de defensa sino con las garantías propias de un 
debido proceso. Pero no sucedió lo mismo con la víctima, 
quien solo a partir de los años sesenta, como consecuencia 
de la protección a las víctimas de la II Guerra Mundial, fue 
sujeto de atención por parte del Estado, que empezó a in-
teresarse por sus pretensiones y le dio un lugar dentro del 
proceso penal, no obstante, nunca tan definido como el que 
tiene el procesado. Es por ello que diferentes instrumentos 
internacionales24 le han reconocido a la persona que es lesio-
22 Sobre el particular, ver cafferata NoreS.
23 Corte Constitucional, Sentencia C -209. M. P. maNuel joSé cepeda eSpINoSa. 
En el mismo sentido: Sentencia 454 de 2006, M.P. jaIme córdoBa trIvIño y 
Sentencia SU 1184 de 2001. M. P. eduardo moNtealegre lyNett, entre otras.
24 Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas 
de Delitos y del Abuso del Poder; Los Principios para la Protección y 
Promoción de los Derechos Humanos Mediante la Lucha contra la Impunidad 
(2005) principio 19; Principios y directrices básicos sobre el derecho de las 
víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos o de violaciones graves del derecho internacional humanitario a 
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nada en sus derechos fundamentales el derecho de acceder a 
la justicia, y al Estado el deber de garantizarlo, cumpliendo 
a su vez con la investigación, enjuiciamiento y sanción de 
los responsables (caro corIa: 1.041). 
Uno de los instrumentos más relevantes en este sentido 
es la Declaración sobre los Principios Fundamentales de 
Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso del Poder; 
en ella se les reconoce el derecho de “acceso a los mecanismos 
de la justicia y a una pronta reparación del daño que hayan 
sufrido”25. Así mismo, dicha declaración consagra que las 
víctimas deberán ser “tratadas con compasión y respeto por 
su dignidad”, al tiempo que consagra que “se facilitará la 
adecuación de los procedimientos judiciales y administrati-
vos a las necesidades de las víctimas”; para ello, entre otras 
actuaciones26, se les permitirá asistencia apropiada durante 
interponer recursos y a obtener reparaciones; La Convención de los Derechos 
del Niño, artículo 39, entre otros.
25 En esta Declaración se reconocen los derechos de personas víctimas de delitos 
al señalar textualmente que se entenderá por víctimas a “las personas que, 
individual o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o 
mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial 
de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones 
que violen la legislación penal”, así como a sus familiares y a las “víctimas 
de abuso del poder”.
26 Numeral 6.º de la Declaración. “a. Informando a las víctimas de su papel y 
del alcance, el desarrollo cronológico y la marcha de las actuaciones, así como 
de la decisión de sus causas, especialmente cuando se trate de delitos graves 
y cuando hayan solicitado esa información; 
 b) Permitiendo que las opiniones y preocupaciones de las víctimas sean 
presentadas y examinadas en etapas apropiadas de las actuaciones siempre 
que estén en juego sus intereses, sin perjuicio del acusado y de acuerdo con 
el sistema nacional de justicia penal correspondiente; 
 c) Prestando asistencia apropiada a las víctimas durante todo el proceso 
judicial; 
 d) Adoptando medidas para minimizar las molestias causadas a las víctimas, 
proteger su intimidad, en caso necesario, y garantizar su seguridad, así 
como la de sus familiares y la de los testigos en su favor, contra todo acto de 
intimidación y represalia; 
 e) Evitando demoras innecesarias en la resolución de las causas y en la 
ejecución de los mandamientos o decretos que concedan indemnizaciones a 
las víctimas”.
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todo el proceso judicial, así como también que sus preocu-
paciones y opiniones sean presentadas y examinadas en 
etapas apropiadas siempre que estén en juego sus intereses. 
Disposiones sobre indemnización y asistencia a las víctimas 
de delitos también se encuentran presentes. 
Del mismo modo, el derecho de acceso a la justicia se 
encuentra de manera expresa en los “Principios y directrices 
básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones mani-
fiestas de las normas internacionales de derechos humanos 
o de violaciones graves del derecho internacional humani-
tario a interponer recursos y a obtener reparaciones”27, al 
señalar que la víctima de una violación manifiesta a esta 
normatividad debe tener acceso igual a un recurso judicial 
efectivo, conforme a lo previsto en el derecho internacio-
nal. También debe tener acceso a órganos administrativos 
y de otra índole, así como a mecanismos, modalidades y 
procedimientos utilizados conforme al derecho interno 
(numeral 12).
El derecho de aceso a la justicia resulta ser fundamental 
para la reparación integral de las víctimas, ya que a través 
de éste, las víctimas de conductas delictivas, especialmente 
de violaciones a los derechos humanos y al Derecho Inter-
nacional Humanitario, pueden hacer valer sus derechos y 
buscar reconocimiento, protección y reparación.
el acceSo a la juStIcIa: uN derecho fuNdameNtal 
de la víctIma y uN deBer del eStado
El acceso a la justicia en un Estado democrático y social de 
derecho es un derecho fundamental para sus ciudadanos y 
ciudadanas (maraBotto, ob., cit.)28, y como tal es de rango 
27 Resolución aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 
de diciembre de 2005.
28 En el mismo sentido, BIrgIN y koheN, Op cit.: 15).
182
constitucional. En Colombia está consagrado en el artículo 
229 de la cN, así: “Se garantiza el derecho de toda persona 
para acceder a la administración de justicia…”. El contenido 
de este derecho, como se analizó previamente, contempla la 
posibilidad de que quien haya sido lesionado en sus derechos 
por particulares o por el mismo Estado pueda defenderse y 
ser escuchado ante el órgano competente, participar en el 
proceso y obtener una respuesta pronta sobre su específica 
pretensión. 
La infracción a este derecho, a su vez, afecta otros de-
rechos, los que en primera instancia fueron vulnerados y 
por los que la persona desea protección, y de ahí la im-
portancia del mismo. De no hacerse efectivo el acceso a la 
justicia, inequívocamente surgirá la revictimización para 
la persona que lo activó, esta vez por parte del Estado 
que tiene el deber de lograr su efectividad. Aquí resulta 
pertinente lo manifestado por la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos al señalar que “las deficiencias del 
sistema judicial y de la administración de justicia reducen 
la posibilidad del individuo de tener acceso en todas las 
esferas de la vida”29. 
Y es que en los Estados que se proclaman democráticos 
las violaciones a sus derechos fundamentales deben ser 
justiciables, es decir “accionables en juicio” (ferragIolI, s.f.: 
917), al igual que los responsables de las mismas. Derecho 
que debe ser provisto por el Estado como una herramienta 
correctiva de las fallas que el mismo ha propiciado en detri-
mento de los derechos de sus asociados y asociadas y que 
es norma constitucional, como el derecho a la igualdad, el 
cual “permite que cualquier individuo se coloque en una 
posición derminada en la sociedad y que desde ella pueda 
29 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Derecho al recurso judicial 
y la administración de justicia en el Ecuador. Disponible en: http://www.
cidh.org/countryrep/Ecuador-sp/Capitulo%203.htm
183
ejercer conductas sin discriminación frente a los demás 
asociados que se ubiquen en la misma posición” (veláSquez 
turBay, 2004: 316). No obstante, la igualdad que propugna un 
Estado social y democrático ha sido ampliamente criticada, 
puesto que las trabas de la “igualdad de todos ante la ley” 
30 “están dadas, entre otras, por las capacidades económicas 
y sociales de los individuos” (cappelletI: 801), tal como lo 
veremos en el desarrollo de este estudio.
El Estado tiene el deber de efectivividad del derecho de 
acceso a la justicia frente a aquellas personas que desean 
hacer valer sus derechos en busca de protección jurídica por 
la vulneración de los mismos. En virtud de esta obligación, 
el Estado tiene los deberes de abstenerse de realizar cual-
quier conducta que impida el cumplimiento del contenido 
del derecho de acceso a la justicia y actuar positivamente 
para el acatamiento del mismo. 
Así, entonces, el Estado debe garantizar el principio 
de “efectividad de los instrumentos o medios procesales 
destinados a garantizar los derechos”31, –artículo 25.1 de 
la Convención Idh–; de no hacerlo en la práctica, es decir, 
de no adoptar o emplear en la realidad los instrumentos 
y medios constitucionales y legales imperantes, el Estado 
transgrede la Convención, así tales herramientas se encuen-
tren normativamente reguladas32. 
30 Consagrada en el artículo 229 de la Constitución Política de Colombia “ se 
garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia” 
(Resaltado fuera de texto).
31 Corte Idh caso Colombia vs joSé alexIS fueNteS guerrero y otros. Informe n.º 
61/99, Inter-Am. chr, párrafo 44. En el mismo sentido, Corte Interamericana 
de Derechos Humanos caso: Trabajadores Cesados del Congreso (aguado 
alfaro y Otros) vs Perú. Parráfo.125.Sentencia del 24 de noviembre de 2006, 
entre otras.
32 Corte Interamericana de Derechos Humanos caso: veláSquez rodríguez, 
sentencia de julio 29 de 1988. Párrafo 166-167.
 En el mismo sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 
Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de Octubre de 1987, señaló: “la inexistencia 
de un recurso efectivo contra las violaciones a los derechos reconocidos por la 
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Sobre la responsabilidad del Estado en la efectividad 
de este derecho, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos señaló que “la inexistencia de un recurso efectivo 
contra las violaciones a [sic] los derechos reconocidos por la 
Convención constituye una transgresión de la misma por el 
Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar”33. Y 
sobre la presencia del recurso efectivo en las violaciones de 
derechos humanos, señaló que “para que tal recurso exista, 
no basta con que esté previsto por la Constitución o la ley 
o que sea formalmente admisible, sino que se requiere que 
sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en 
una violación a los derechos humanos y proveer lo necesa-
rio para remediarla. No pueden considerarse efectivos aquellos 
recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por 
las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios” 
(resaltado fuera del texto)34. 
La misma Corte señaló que “los recursos son ilusorios 
cuando se demuestra su inutilidad en la práctica, el Poder 
Judicial carece de la independencia necesaria para decidir 
con imparcialidad o faltan los medios para ejecutar las 
decisiones que se dictan en ellos. A esto puede agregarse 
la denegación de justicia, el retardo injustificado en la de-
cisión y el impedimento del acceso del presunto lesionado 
al recurso judicial”35 (resaltado fuera del texto).
El condicionar el acceso a la justicia para evitar una 
sobrecarga de casos sin mérito36 en el sistema y más espe-
Convención constituye una transgresión de la misma por el Estado Parte en 
el cual semejante situación tenga lugar. En ese sentido debe subrayarse que, 
para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la Constitución 
o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea 
realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los 
derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla”.
33 Corte Interamericana, Opinión Consultiva OC-9/87, párr. 23.
34 Ídem. 
35 Corte Interamericana, caso Ivcher BroNSteIN. Sentencia del 6 de febrero de 
2001, párr. 137. 
36 cIdh. Informe sobre la situación de los derechos humanos de los solicitantes 
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cíficamente en los tribunales, ha sido un pretensión legiti-
ma; así lo señaló La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, pero el mismo organismo consagró que tales 
condicionamientos deben cumplir ciertos parámetros para 
no hacer nugatorio el derecho de acceso a la justicia, así: “no 
pueden ser irracionales, ni de tal naturaleza que despojen 
al derecho de su escencia”37, ni discriminatorios38. 
Tal como se mencionó, los recursos judiciales deben existir 
formal y materialmente, pero además deben ser idóneos para 
que sean efectivos en la protección del derecho conculcado. 
La Corte Interamericana señaló, respecto de dichos recur-
sos, que deben ser adecuados, esto es, “que la función de 
esos recursos del sistema del derecho interno, sea idónea 
para proteger la situación jurídica infringida. En todos los 
ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no 
todos son aplicables en todas circunstancias”39.
En procura de la efectividad del derecho de acceso a la 
justicia el Estado tiene el deber de investigar lo sucedido, 
sancionar a los responsables y reparar a la víctima.
el deBer del eStado de INveStIgar eNjuIcIar 
y SaNcIoNar eN vIolacIoNeS de derechoS humaNoS
Esta obligación, reconocida por el derecho internacional 
e instrumentos internacionales40 como garantía de reco-
de asilo en el marco del sistema canadiense de determinación de la condición 
de refugiado, párr. 101.
37 Ídem: párr. 99.
38 Ídem.
39 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso veláSquez rodríguez. 
Sentencia del 29 de julio de1988, párr. 64. 
40 Entre otros: la Convención Americana sobre Derechos (artículo 1, 1); la 
Convención Interamericana Sobre la Desaparición Forzada de Personas 
(artículo 1); la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura 
(artículo 1); el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 2) y 
la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las 
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nocimiento y proteción de los derechos humanos, ha sido 
explícita en la Observación 20 al artículo 741 del Pacto Inter-
nacional de Derechos Civiles y Políticos. En ésta, el Comité 
de Derechos Humanos manifestó expresamente: 
El artículo 7.º debe interpretarse conjuntamente con el párrafo 
3 del artículo 2 del Pacto. (…) El derecho a presentar denuncias 
contra los malos tratos prohibidos por el artículo 7 deberá ser 
reconocido en derecho interno. Las denuncias deberán ser investi-
gadas con celeridad e imparcialidad por las autoridades competentes 
a fin de que el recurso sea eficaz. Los informes de los Estados 
Partes deberán proporcionar información concreta sobre los 
recursos de que disponen las víctimas de malos tratos y sobre 
los procedimientos que deban seguir los demandantes, así 
como datos estadísticos sobre el número de denuncias y el 
curso que se ha dado a las mismas.
El Comité ha observado que algunos Estados han concedido 
amnistía respecto de actos de tortura. Las amnistías son general-
mente incompatibles con la obligación de los Estados de investigar 
tales actos, de garantizar que no se cometan tales actos dentro 
de su jurisdicción y de velar por que no se realicen tales actos 
en el futuro. Los Estados no pueden privar a los particulares 
del derecho a una reparación efectiva, incluida la indemni-
zación y la rehabilitación más completa posible (resaltado 
fuera del texto).
Este deber del Estado es determinante cuando se trata de 
violaciones a derechos humanos y al Derecho Internacional 
Humanitario. Sobre este particular, la Corte Interamericana 
Desapariciones Forzadas y los Principios Relativos a una Eficaz Prevención 
e Investigación de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias, entre 
otros. Obligación explícita en el Comité de Derechos Humanos. Observación 
20 al artículo 7.º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Párr 
14 y 15. Primordialmente una obligación del derecho consuetudinario.
41 Art. 7.º. Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento 
a experimentos médicos o científicos.
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señaló: “Este Tribunal se ha referido en reiteradas ocasiones al 
derecho que asiste a los familiares de las víctimas de conocer 
lo sucedido y saber quiénes fueron los agentes del Estado 
responsables de los respectivos hechos. “ [L]a investigación 
de los hechos y la sanción de las personas responsables, […] 
es una obligación que corresponde al Estado siempre que haya 
ocurrido una violación de los derechos humanos y esa obligación 
debe ser cumplida seriamente y no como una mera formalidad”. 
Además, ese Tribunal ha indicado que el Estado “tiene la 
obligación de combatir [la impunidad] por todos los me-
dios legales disponibles ya que [ésta] propicia la repetición 
crónica de las violaciones de derechos humanos y la total 
indefensión de las víctimas de sus familiares”42 (resaltado 
fuera del texto). 
Según lo ha señalado la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, el deber del Estado de investigar, 
enjuiciar y sancionar a los responsables es una obligación 
de medio que debe ser realizada con rigor, más cuando 
se está en presencia de graves violaciones a los derechos 
humanos. Así lo señaló: “En ciertas circunstancias puede 
resultar difícil la investigación de hechos que atentan con-
tra derechos de las personas. La de investigar es como la 
de prevenir, una obligación de medio o comportamiento que 
no es incumplida por el solo hecho de que la investigación 
no produzca resultados satisfactorio. Sin embargo, debe 
emprenderse con seriedad y no como una simple formalidad 
condenada de antemano a ser infructuosa. Debe tener un 
sentido y ser asumida por el Estado como un deber jurídico 
propio y no como una simple gestión de intereses particu-
lares, que dependa de la iniciativa procesal de la víctima o 
de sus familiares o de la protección privada de elementos 
probatorios, sin que la autoridad pública busque efectiva-
42 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso caNtoral BeNavIdeS, 
Reparaciones, supra nota 5, párrafo. 69, entre otras. 
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mente la verdad. Esta apreciación es válida cualquiera sea el 
agente al cual pueda eventualmente atribuirse la violación, 
aún los particulares, pues, si sus hechos no son investigados 
con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder 
público, lo que comprometería la responsabilidad internacional 
del Estado”43 (resaltado fuera del texto).
Respecto del deber del Estado frente a las violaciones 
a los derechos humanos como comportamientos que más 
dolor generan a las víctimas, la Corte Constitucional ha 
manifestado: “los derechos de las víctimas adquieren una 
importancia directamente proporcional a la gravedad del 
hecho punible. Entre más daño social ocasione un delito, 
mayor consideración merecen los derechos de quienes 
fueron víctimas o perjudicados por ese comportamiento. 
Igualmente, la obligación estatal de investigar los hechos 
punibles es también directamente proporcional a la ma-
nera como el hecho punible pudo afectar bienes jurídicos 
fundamentales. Entre más grave sea un hecho punible, 
mayor debe ser el compromiso del Estado por investigarlo 
y sancionar a los responsables, a fin de lograr la vigencia 
de un orden justo”.44
Obligación del Estado que, por lo demás, debe cumplirse 
dentro de un plazo razonable. La Corte Interamericana45 
43 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso veláSquez rodríguez, 
sentencia del 29 de julio de 1988.
44 Corte Constitucional, Sentencia C-004 de 2003, M. P. eduardo moNtealegre 
lyNett, (Demanda de inconstitucionalidad del artículo 220 numeral 3.º 
parcial de la Ley 600 de 2000 o código de Procedimiento Penal). En el mismo 
sentido, resulta importante señalar la sentencias: Sentencia 979 de 2005, M. 
P. jaIme córdoBa trIvIño, al consagrar el deber del Estado de investigar con 
mayor rigor las violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario ya que dichas violaciones además de generar mayor daño a las 
víctimas “entrañan un enorme poder desestabilizador en el seno de una colectividad”. 
Así mismo: Sentencia C-370 de 2006 y 575 de 2006 M.P. alvaro tafur galvIS. 
Estas últimas respecto de la inconstitucionalidad de algunos artículos de la 
Ley 975 de 2005.
45 Corte Internamericana de Derechos Humanos, caso geNIe lacayo. Sentencia 
1997, párr. 77. 
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precisó este concepto acudiendo a lo señalado por la Corte 
Europea de Derechos Humanos en varios fallos, así: la com-
plejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y 
la conducta de las autoridades judiciales son los criterios a 
tener encuenta en el desarrollo de este concepto. 
Y es que, además, el Estado debe cumplir con este deber 
porque tiene que garantizarles tanto a las víctimas como 
a las y los asociados que tales violaciones no volverán a 
suceder.
El deber de investigar, enjuiciar y sancionar a los res-
ponsables implica también la prohibición de dictar leyes de 
amnistia o indulto ante violaciones de derechos humanos. 
En el caso Barrios Altos vs. Perú46, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos declaró resposable al Estado peruano 
por violaciones al derecho a la vida, integridad personal, 
garantías judiciales y protección judicial47, estos últimos 
por haber dictado leyes de amnistía ante vulneraciones de 
derechos humanos. En el mismo fallo, el Juez a. a. caNça-
do trINdade, en voto concurrente, señaló que las leyes de 
amnistía “son, en suma, una afrenta inadmisible al derecho a la 
verdad y al derecho a la justicia (empezando por el propio acceso 
a la justicia)”.
Y es que el incumplimiento en el deber de investigar y 
sancionar a los responsables genera impunidad, entendida, 
según la Corte Interamericana, como la “falta en su conjun-
to de investigación, persecusión, captura, enjuiciamiento 
y condena de los responsables de las violaciones de los 
derechos protegidos por la Convención Americana”48. El 
Estado, al incumplir con este deber, vulnera la garantía 
46 Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Barrios Altos vs Perú. 
Sentencia del 14 de marzo de 2001.
47 Art. 8, 25, 1 y 2 de la Convención Interamericana de Derechos Humanos.
48 Corte Idh. Caso Bámaca veláSquez vs Guatemala. Sentencia del 25 de 
noviembre de 2000, par. 211. Caso Paniagua Morales y otros vs Guatemala, 
sentencia del 25 de mayo de 200196 y otros
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que tiene de proporcionar un recurso judicial y efectivo a 
las víctimas, sometiéndolas a un estado de indefensión y 
revictimización en tanto desconoce su derecho de acceso 
a la justicia contemplado no solo desde el punto de vista 
constitucional sino en los distintos instumentos internacio-
nales, como se analizó. 
De las consideraciones anteriores resulta importante 
reiterar que el acceso a la justicia tiene su propio conteni-
do y el Estado, la obligación de garantizarlo en todos los 
derechos que lo componen. Es decir, no solo el acceso a un 
tribunal lo hace efectivo, pues la participación activa de 
las víctimas y la obtención de un fallo pronto y ejecutable 
lo complementan. La obligación del Estado de investigar y 
sancionar a los responsables frente a graves violaciones de 
derechos humanos se acentúa y se hace fundamental en la 
satisfacción de este derecho y en el cumplimiento de la ga-
rantía del Estado de acceso a un recurso judicial efectivo. 
el acceSo a la juStIcIa 
eN la ley de “juStIcIa y paz”
La Ley 975 de 2005, mediante la cual se dictaron disposiciones 
para la reincorporación de miembros de grupos armados 
organizados al margen de la Ley, consagra, formalmente, 
disposiciones49 sobre los derechos de las víctimas (de ver-
dad, justicia y reparación) en el proceso de reinserción que 
tiene por objeto. 
La misma Ley, en su artículo 6º “derecho a la justicia”, 
señala el derecho que tienen las víctimas de violaciones 
de derechos humanos de acceder “a recursos eficaces 
que reparen el daño infligido, y tomar todas las medidas 
destinadas a evitar la repetición de tales violaciones”. Y 
su artículo 37 expresamente cita: “El Estado garantizará el 
49 Artículos 1.º, 4.º, 7.º, 8.º, 37, 38, 42, 43 de La Ley 975 de 2005.
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acceso de las víctimas a la administración de justicia” (resaltado 
fuera del texto).
Así mismo, consagra esta ley el deber del Estado de 
“realizar una investigación efectiva que conduzca a la iden-
tificación, captura y sanción de las personas responsables 
por delitos cometidos por los miembros de grupos armados 
al margen de la ley”50. La misma otorga competencia en 
la investigación a la Unidad Nacional de Fiscalías para la 
Justicia y la Paz51 .
Sin embargo, hay que tener en cuenta que existen varios 
obstáculos52 que impiden que estas víctimas, en su ma-
yoría rurales, acudan a la administración de justicia para 
hacer valer sus derechos en esta instancia. Es decir, existen 
marcadas barreras culturales, sociales y económicas que 
inciden en el no acceso de las víctimas al sistema judicial. 
A continuación me referiré a algunas de estas y también a 
las barreras legales propias de la citada Ley.
 El miedo53 es una de las causas más frecuentes que impide 
que las víctimas en general acudan a instancias judiciales. 
50 Artículo 6.º de la Ley 975 de 2005. Y en el artículo 15, “Esclarecimiento de la 
verdad” la Ley señala textualmente: “La Unidad Nacional de Fiscalía para 
la Justicia y la Paz creada por esta ley, deberá investigar, por conducto del 
fiscal delegado para el caso, con el apoyo del grupo especializado de policía 
judicial, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se realizaron las 
conductas punibles; las condiciones de vida, sociales, familiares e individuales 
del imputado o acusado y su conducta anterior; los antecedentes judiciales 
y de policía, y los daños que individual o colectivamente haya causado 
de manera directa a las víctimas, tales como lesiones físicas o sicológicas, 
sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de derechos 
fundamentales.
51 Artículo 16 de la Ley 975 de 2005.
52 A propósito del delito de desplazamiento forzado interno, Cfr. moNcayo 
alBorNoz (2009).
53 Sobre el miedo al que estan expuestas las víctimas de desplazamiento forzado. 
Corte Constitucional Auto 092 de 14 de abril de 2008 al referirse a la situación 
de las mujeres en el despalzamiento forzado interno, párr III.1.1.6.ii. En el 
mismo sentido, Corte Constitucional el Auto nº 251 del 6 de octubre de 2008, 
a propósito de los derechos fundamentales de niña, niños y adolescentes en 
situación de desplazamiento.
192
Homicidios, violencia sexual, tortura, desaparición forzada 
o el desplazamiento forzado, etc., son algunos de los delitos 
a los que han sido sometidas las víctimas por parte de los 
grupos armados. Por la gravedad y la naturaleza de éstos, 
se genera en las víctimas temor por su seguridad, vida e 
integridad, al igual que por la de sus seres queridos, razón 
por la cual en un primer momento buscan ser invisibles ante 
sus perpetradores, ya que en la mayoría de casos éstos con-
tinúan teniendo el control de la zona. Según lo manifestado 
por aNgelIka retteBerg (2008: 13), “solamente un 12% [de 
las víctimas] declara que los autores de los delitos no viven 
en su comunidad” (lo que está en corchetes está por fuera 
de la cita). Esta situación, además de generar temor en ella, 
es un indicativo de la continuidad del conflicto armado.
El asesinato54, la amenaza y múltiples hechos punibles 
contra varias y varios líderes e integrantes de organizacio-
nes de víctimas de violaciones de derechos humanos han 
generado pánico en otras, alejándolas, naturalmente, del 
sistema judicial. Es por ello que la no denuncia es conse-
cuente con la invisibilidad que pretenden después de los 
actos de barbarie padecidos. Situación que contrasta con el 
deseo de las víctimas respecto de la suerte de los victimarios; 
así, en el mismo estudio el 37% de las víctimas encuestadas 
anhelan que los responsables sean encarcelados, e igual 
porcentaje desea que los mismos les paguen a sus víctimas 
(rettBerg, Op. cit.: 18).
Por otra parte, el desconocimiento de sus derechos y del 
código propio del sistema judicial, tanto del formal como 
del oculto, hace que las víctimas de tan graves violaciones 
desistan de acudir a éste. Al respecto, alejaNdro garro 
54 Entre algunas de las víctimas están los homicidios de: Yolanda Izquierdo 
(Lideresa de víctimas de desplazamiento en Córdoba), Julio César Molina 
(líder de víctimas de desplazamiento en el Valle del Cauca), lrma Areiza 
(líder de víctima de desplazamiento en Antioquia, Henry Acuña Ruíz (líder 
de víctimas de desplazamiento en Turbaco), etc.
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(2002: 295) señala que la ignorancia de los potenciales be-
neficiarios acerca de sus derechos es el primer obstáculo 
para el acceso a la justicia.
La generalidad de las víctimas de tan graves violaciones 
son personas carentes de recursos55, con bajo nivel educa-
tivo56, cabezas de familia57 y la mayoría de víctimas niños, 
niñas y mujeres (moNcayo alBorNoz, 2007: 142) (campesinas, 
afrodescendientes58e indígenas59). Dichas circunstancias ha-
cen que éstas renuncien al sistema de justicia. Apenas natural 
que presenten confusión en derechos, instituciones, normas 
y requisitos; así, por ejemplo, la población en situación de 
desplazamiento confunde el derecho de reparación con la 
ayuda humanitaria de emergencia que les brinda Acción 
Social. Según la Comisión de Seguimiento a la Política Pública 
sobre Desplazamiento Forzado (2008: 54-55), “el 82,8% de los 
grupos familiares incluidos en el rup entrevistados no tienen 
conocimiento del concepto del derecho a la reparación”. 
También es frecuente que la mayoría de las personas (74%) 
55 “En cuanto a ingresos…. 61,5% de las personas reportan menos de $360.000 
mensuales y 16,6% no reportan ningún ingreso” (rettBerg, Op cit.: 40).
56 “el 44,9% de la muestra declara que el máximo nivel educativo alcanzado es 
la primaria y 30,5% afirma que no ha completado ningún nivel educativo” 
(rettBerg, Op. cit.: 18). Según Profamilia de cada 100 personas 21 no han 
tenido acercamiento alguno con la educación, 57 han cursado algún nivel de 
primaria, 20 algún nivel de secundaria y menos del 1% nivel universitario. 
Cfr. Profamilia Salud sexual y reproductiva en zonas marginales: situación 
de las mujeres desplazadas, 2000-2001, p.3. 
57 “El 54,9% de las mujeres y el 79,3% de los hombres son cabezas de familia” 
(rettBerg, Op. cit.: 40). Sobre el particular, La Procuraduría General de la 
Nación: “el 40% manifiesta de las familias desplazadas tiene a una mujer 
como jefa de hogar, como consecuencia de la pérdida de sus parejas, ya sea 
porque son asesinados, reclutados, desaparecidos, detenidos arbitrariamente, 
o porque se alejan motivados por la situación (Cfr. Procuraduría General de 
la Nación, 2006: 224 - 225).
58 Las mujeres afrodescendientes en su mayoría presentan un bajo nivel de 
educación. Informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 
En Corte Constitucional, Auto 092 de 2008.
59 “La mayoría de las mujeres adultas son analfabetas en castellano”. Informe 
presentado por la oNIc a la Relatora de la Comisión Interamericana. En Corte 
Constitucional, Auto 092 de 2008.
194
no conozca la diferencia entre justicia ordinaria y la Ley de 
Justicia y Paz (rettBerg, Op. cit.: 80). “Aunque la mayoría 
no sabe o no responde, hay una leve preferencia por la Ley 
de Justicia y Paz en términos de juzgar a los responsables 
de los crímenes” (Ídem). 
Los costos que exigen los procesos penales en su trans-
currir son desproporcionados teniendo en cuenta la escasez 
de recursos a la que se encuentran sometidas estas víctimas. 
Retomando a lord mccluSkey, garro (2002: 280) sostiene: 
“Los Tribunales y servicios legales están en teoría dispo-
nibles para todos, del mismo modo en que lo está el Hotel 
Sheraton: cualquiera puede entrar; todo lo que se necesita 
es dinero”.
 Por lo general, y debido al temor de las víctimas, la 
instauración de la denuncia se efectúa en una ciudad o 
municipio diferente al sitio donde fueron victimizadas, de 
ahí que el trasporte para las distintas presentaciones ante 
los funcionarios judiciales demandan dinero, al igual que 
los honorarios del abogado (en la mayoría de casos60), y la 
recolección de los distintos documentos y en general de las 
pruebas que debe hacer valer en el proceso. 
Ahora bien, en algunos casos y después de un tiempo 
prudencial las víctimas se empoderan61 en sus derechos. 
Hay que señalar que la difusión de la existencia de la Ley de 
Justicia y Paz ha sido mayor que la de cualquier otra ley del 
sistema penal, lo cual ha contribuido a que algunas víctimas 
busquen información y acompañamiento en el proceso ju-
60 Con la salvedad de aquellos abogados que representan judicialmente a las 
víctimas y que pertenecen a la Defensoría Pública y a organizaciones no 
gubernamentales.
61 Entrevistas realizadas el 20 de septiembre de 2007 y el 25 de enero de 2008 a dos 
mujeres víctimas de desplazamiento forzado, homicidio y una de ellas, además 
acceso carnal contra su hija. Según Rettberg: “La encuesta buscó indagar por 
la vinculación a organizaciones y el comportamiento político de las personas 
consultadas. Al respecto, 4,93% afirmó pertenece a una organización étnica… 
22,39% a una organización de víctimas (rettBerg, Op. cit.: 85).
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dicial por parte de organizaciones no gubernamentales62 o 
por Defensores Públicos63, situación que propicia el hecho de 
que las víctimas denuncien los delitos en este escenario. 
En investigación realizada por la Comisión Nacional 
de Reparación y Reconciliación –cNrr–, Universidad San 
Buenaventura Medellín, Acción Social (2008), entre otras, 
se encontró que las mujeres fueron quienes, en un 77%, 
denunciaron las vulneraciones de derechos humanos ante 
el procedimiento de la “Ley Justicia y Paz”, y los hombres 
lo hicieron en un 23%. Muchas de ellas, acuden movidas 
por la publicidad que los medios, sus redes sociales etc., le 
han dado a la “Ley de Justicia y Paz”, con la esperanza de 
obtener una indemnización y castigo para los responsables 
(rettBeerg, Op. cit.: 13) en un proceso que se dice garante 
de sus derechos. 
Pero ya en la aplicación de la Ley de Justicia y Paz, las 
víctimas se encuentran con varios obstáculos que impiden 
en la práctica que se de un verdadero acceso a la justicia. 
62 Las Organizaciones no gubernamentales acompañan algunos casos, dependiendo, 
entre sus consideraciones de: la población que fue víctima, el cuadro de 
victimización, si se trata de un caso emblemático que pueda beneficiar a otros o 
a todo un pueblo. 
63 “Es el caso total de víctimas que hacen parte de procesos jurídicos en Medellín, 
195, únicamente el 13% de estas víctimas tienen representación judicial 
pública.
 A manera de ilustración del desequilibrio en materia de defensa de los 
derechos entre las víctimas y los postulados, en el proceso de Ramón María 
Isaza Arango, miembro de las auc del Magdalena Medio, intervinieron 
40 defensores públicos y 9 defensores de confianza en representación de 
17 víctimas. Para el caso de maNcuSo existen 128 víctimas representadas 
por la Comisión Colombiana de Juristas y tres víctimas representadas por 
la Corporación Colectivo José Alvear Restrepo. Para el caso de alias “El 
Pecoso”, solamente hay 4 víctimas representadas por el Colectivo José Alvear 
Resptrepo. Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (Comisión 
Nacional de Reparación y Reconciliación, 2007: 83). 
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Veamos: 
Muchas de las barreras son culturales acentuadas para las 
mujeres, en su mayoría con escasos conocimientos de lo 
público. Situación que, aunada a la falta de conocimiento y 
desinformación suministrada por algunas y algunos funcio-
narios, junto con su falta de sensibilidad, revictimizan a las 
víctimas que acudieron al sistema judicial y las desmotivan 
en su participación. La cNrr (2007: 88) reconoció que uno 
de los principales problemas que enfrentan las víctimas 
es el diligenciamiento del formato exigido por la Fiscalía 
que acredita su calidad, así como la falta de capacitación e 
información64 de las personas que atienden a las víctimas 
en esta instancia. 
Algunas víctimas, después de presentar la denuncia y 
acreditar su calidad, no poseen información de la Fiscalía 
sobre el estado del proceso, y es que para ellas es importante 
saber qué pasará y cuál será su papel en el proceso, muchas 
no se encuentran en los cascos urbanos de las tres ciudades 
–Barranquilla, Medellín, Bogotá– en donde se reciben las 
versiones libres, así que el solo hecho de desplazarse para 
obtener esta información les genera más costos. Algunas 
víctimas, una vez asisten a la versión libre, regresan a sus 
veredas, ciudades o municipios pensando, erróneamente, 
que terminó su participación en el proceso y que con eso 
sus pretensiones están aseguradas65. 
64 “No todo el personal que atendía a las víctimas en las jornadas tenía relación 
permanente con el formato de Justicia y Paz… Se presentaron casos de 
formatos mal diligenciados (…) Los criterios para establecer qué víctimas 
son cobijadas por el marco normativo de la Ley de Justicia y Paz no están 
totalmente claros entre los/as funcionarios/as” (Comisión Colombiana de 
Reparación y Reconciliación, Op. cit.). 
65 Lo anterior fue manifestado en entrevistas realizadas a abogados y abogadas 
de organizaciones no gubernamentales en septiembre 15 y 28 de 2007 y enero 
18 de 2008.
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Otra de las advertencias que se han efectuado respecto 
de esta Ley es la falta de asesoramiento y acompañamiento 
a las víctimas. La cNrr (2007: 76 - 77), respecto de la etapa de 
investigación en la Ley de Justicia y Paz, señaló: “relaciona-
da con la demanda creciente de víctimas que reportan los 
hechos violentos ocurridos, cercanos a 70.000, que deberán 
ser atendidas por una organización de 23 fiscales, acompa-
ñados para desarrollar técnicamente la investigación por 150 
funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigaciones”.
Los recursos humanos por parte de la Fiscalía como ente 
investigador son mínimos ante un escenario de miles de 
víctimas; aquí vale la pena mencionar que aún no han sido 
consolidas en número, pues la Fiscalía (después de más de 
tres años de vigencia de la “Ley de Justicia y Paz”) carece de 
un sistema que permita el registro de las mismas sin que se 
presenten casos de doble registro por los mismos hechos66.
Ahora bien, respecto de las versiones de los desmovili-
zados, es importante manifestar que éstos han manipulado 
el reconocimiento de las violaciones a derechos humanos 
tratando de justificarlas señalando a las víctimas como 
colaboradores de la guerrilla. Aunque han aceptado en oca-
siones ser autores de desplazamiento forzado67, no lo han 
reconocido como una estrategia sistemática y generalizada, 
66 Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz. Fiscalía General de la 
Nación, oficio uNjyp nº 006173 del 10 de julio de 2008. “En primer lugar y de 
manera atenta me permito aclararle que la Unidad Nacional de Justicia y paz 
no cuenta con un sistema de información, por lo tanto la información que 
existe obedece a un sistema manual, el cual se está desarrollando por parte 
de funcionarios de la Unidad de acuerdo a las necesidades de la misma”… 
aunado a que algunas víctimas aparecen registradas varias veces ante las 
diferentes entidades gubernamentales y no gubernamentales, ya que éstas 
pudieron haber puesto en conocimiento más de una vez un mismo hecho 
ante las distintas entidades referidas pretéritamente”.
67 ”Las 5 formas reportadas por un mayor porcentaje de personas: el 
desplazamiento propio (74,3%), un homicidio de un familiar (53,6%), un 
desplazamiento forzado de un familiar (40,1%), un homicidio de alguien 
en la comunidad (22,5%) y una desaparición forzada en la familia (20,7%)” 
(rettBerg, 2008: 44).
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como tampoco han reconocido en este sentido delitos de 
violencia sexual (cNrr, Op. cit.: 75) contra mujeres, jóvenes 
y niñas. Han sido contados los casos en los que la Fiscalía 
ha indagado sobre esta última68 .
La actuación de la Fiscalía ha sido bastante pasiva en 
cuanto a la indagación a los desmovilizados de los distintos 
delitos cometidos, y muchos casos dependen de lo que el 
victimario desee reconocer69. Al respecto, la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos (2007: parr. 23) manifestó 
que los Fiscales en las versiones libres utilizaron formatos 
estandar, razón por la cual “la toma de versiones constituyó 
un trámite meramente formal”. Claro está que no se puede 
desconocer que la Ley establece un término irrisorio de 60 
días (prorrogables en otro tanto) para la investigación de 
tales delitos. Tampoco se puede desconocer que es precario 
el número de Fiscales que conforman la Unidad Nacional 
de Justicia y Paz Delegada ante losTribunales Superiores de 
Distrito Judicial, 22 fiscales para la investigación de 3.017 
paramilitares postulados por el gobierno nacional ante la 
Fiscalía General de la Nación (Comisión Colombiana de 
Juristas, Op. cit.: 131).
El deber del Estado de investigar en la Ley de Justicia 
Paz está en cabeza de la Fiscalía General de la Nación; sin 
embargo, se ha convertido en una mera corroboración de 
lo manifestado por el paramilitar en su versión libre; así lo 
advierte la Fiscalía General de la Nación (2008): la “Unidad 
de Justicia y Paz no investiga la comisión de los delitos, 
pues una de sus funciones es corroborar los hechos que son 
68 “Pueden tomarse como ejemplo algunas sesiones de versión libre de Éver 
Veloza, alias “HH.” En ellas, la Fiscalía distingue y hace énfasis en la condición 
de mujer de una víctima de homicidio de la siguiente manera: “es importante 
que usted tome nota sobre este hecho teniendo en cuenta que fue una mujer la 
víctima directa”… (Versión libre de éver veloza, alias “HH”., 27 de noviembre 
de 2007”) (Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado, 2008: 64 - 65).
69 Sobre el particular, la declaración de wIlSoN Salazar carraScal, alias el Loro 
(en Comisión Colombiana de Juristas, 2008: 117).
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enunciados y/o confesados por los postulados ante la Ley 
de Justicia y Paz”. Como es de esperar ante tal debilidad 
normativa los paramilitares en sus versiones han evadido en 
su mayoría responsabilidad sobre estos hechos (Comisión 
Colombiana de Juristas, 2008a: 58-64).
 Pero, además, la desconfianza de las víctimas en el sistema 
se acrecienta, ya que para julio de 2008 (tres años después de 
entrada en vigencia la Ley) no se había presentado audiencia 
de imputación de cargos contra ningún desmovilizado70. 
Sin una imputación pronta, el fallo para las víctimas se hace 
cada vez más lejano y con él la materialización del derecho 
de acceso a la justicia. Para contrarrestar tal consecuencia, 
la Fiscalía ha adoptado la figura de imputaciones parciales 
para el victimario. Actuación procesal que ha sido aceptada 
por la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia71, pero 
no como práctica generalizada, tal como lo manifestó res-
pecto de la nulidad de la sentencia contra wIlSoN Salazar 
carraScal alias el Loro. Sobre las imputaciones parciales, la 
Comisión Colombiana de Juristas (2008b) señaló que éstas 
no acelerarán el fallo porque en algún momento se repre-
70 “Aún no existen aceptaciones o allanamientos, toda vez que hasta el día de 
hoy no se ha llevado a cabo audiencia de imputación de los cargos, por lo que 
hasta el momento no se ha presentado esta figura jurídica. De igual manera 
sucede con los acuerdos o negociaciones, medidas cautelares e Incidentes de 
Reparación Integral” (Fiscalía General de la Nación, 2008).
71 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Pena, segunda instancia 30120 
M.P. alfredo gómez quINtero, 23 de julio de 2008. “Para la Sala Penal de la 
Corte con ponencia del magistrado José Leonidas Bustos, en los procesos de 
Justicia y Paz es importante que la Fiscalía tenga la oportunidad de acusar al 
desmovilizado por los presuntos delitos en diferentes momentos, porque es 
de esa misma manera como el desmovilizado va confesando sus crímenes” 
(El Espectador.com. Corte Suprema dice que con los desmovilizados no se 
habla de verdad, sino de verdades”. Disponible en:http://www.elespectador.
com/node/117742. Febrero 24 de 2009, pár. 1). No obstante, en comunicado 
de prensa de agosto de 2009, a propósito de la nulidad de la Sentencia contra 
alías el “Loro”, la Corte Suprema de Justicia enfatizó que las imputaciones 
parciales no deben ser una práctica generalizada (http://www.semana.
com/noticias-conflicto-armado/preocupacion-sentencia-tumbo-condena-
loro/127574.aspx).
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sarán las actuaciones en espera del mismo; desnaturalizan 
el principio de versión libre completa y veraz consagrado 
en la sentencia C-370 de 2006, y se les daría un tratamiento 
de delitos comunes y aislados a los delitos sistemáticos y 
generalizados cometidos por los desmovilizados. Dicho en 
otras palabras, con esta medida no retornará la confianza 
de las víctimas en el sistema. Y qué decir respecto de las 
condenas: después de casi cuatro años de expedida esta ley, 
se dio la primera respecto de una imputación parcial contra 
alias el Loro en la que se le impuso una pena de 70 meses 
de cárcel72, sentencia que fue declarada nula por la Corte 
Suprema de Justicia73, entre otras razones, por no incluir 
dentro de los cargos el concierto para delinquir. 
Ahora bien, resulta importante en la obtención de las 
pretensiones de las víctimas, la participación de las mismas 
en el proceso de la Ley de Justicia y Paz, pues ésta conlleva 
a la efectivización de sus derechos, de ahí que formalmente 
se encuentre consagrada en dicha Ley. Las víctimas que 
entran a este sistema en su mayoría desean participar en el 
procedimiento, así; “casi 60% respondió afirmativamente” 
a la pregunta de si debería participar en los juicios contra 
los responsables. Las formas preferidas de participación 
de las víctimas en dichos juicios fueron: “a través de un 
abogado defensor (26,5%), por medio de la presencia física 
directa de las víctimas (23,1%), a través de una institución 
representante (6,4%), a través de medios de comunicación 
72 Se dio ésta el 19 de marzo de 2009 (El tiempo. Imponen 70 meses de cárcel para 
el desmovilizado ‘para’ ‘Loro’, la primera condena de Justicia y Paz. http://
www.eltiempo.com/colombia/justicia/imponen-70-meses-de-carcel-para-
el-desmovilizado-para-loro-la-primera-condena-de-justicia-y-paz_4888685-1. 
Marzo 19 de 2009).
73 Comunicado de prensa de la Corte Suprema de Justicia respecto de la sentencia 
contra alías el Loro, agosto de 2009 (http://www.semana.com/noticias-
conflicto-armado/preocupacion-sentencia-tumbo-condena-loro/127574.
aspx).
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(3,9%) y otras formas de participación (1,7%)…” (rettBerg, 
Op. cit.: 77).
No obstante, las intenciones de las víctimas que acuden 
a la Ley de Justicia y Paz, la realidad sobre su participa-
ción dentro de la misma es mínima, existen numerosos 
obstáculos legales y formales en la aplicación de ésta que 
impiden su participación, algunos subsanados a través 
de la Corte Constitucional en sentencia 370 de 200674, que 
señalara –entre otras consideraciones– que la víctima tiene 
derecho a acceder al expediente y a aportar pruebas en los 
términos establecidos en el Código de Procedimiento Penal. 
Sin embargo, el tema no está resuelto; así por ejemplo a la 
audiencia de versión libre solo pueden asisitir las víctimas 
que demuestren el daño por los delitos que se encuentren 
relacionados en la base de datos de la Fiscalía General de la 
Nación. Adicionalmente, a las víctimas no les es permitido 
estar en las salas de audiencias y no pueden contrainte-
rrogar a los victimarios, en algunos eventos le sugieren 
preguntas al Fiscal, pero en todo caso quedan sujetas a lo 
que decida éste. La cNrr (Op. cit.: 78) evidenció que “del 
total de víctimas que han diligenciado el formato, solo el 
cinco por ciento han asistido a las versiones libres”, y en 
las condiciones señaladas75.
Ahora bien, vale la pena mencionar lo relativo al juicio 
dentro del procedimiento de la Ley 975 de 2005. Aunque 
74 El derecho que tiene la víctima de acceder al archivo del proceso. La Corte 
Constitucional confirmó que no habrá reserva más allá de lo señalado por 
la Ley sobre la reserva judicial para proteger la vida y la seguridad de los 
testigos. La Corte Constitucional en la Sentencia C-370 de 2006, decidió sobre 
la exequibilidad de algunas expresiones contenidas en los artículos 49 y 58 la 
Ley 975 de 2005. 
75 Sobre el particular, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(2007: parr. 82) señaló que “Este mecanismo indirecto restringe seriamente la 
posibilidad de utilizar el interrogatorio de la víctima como una vía adecuada 
de alcanzar la verdad de los hechos. La Fiscalía pierde además una valiosa 
estrategia para confrontar las versiones libres, y avanzar en la verificación 
del cumplimiento de los requisitos legales para el acceso a los beneficios”.
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existen mecanismos formales para la participación de la 
víctima en el juicio, en la práctica esta etapa procesal no 
se presenta (Corporación Sisma Mujer, 2007: 73). Dicho en 
otras palabras, sin juicio los preceptos de la Ley a favor de 
las víctimas quedan inoperantes. Irregularidad legal que fue 
afianzada, lastimosamente, por la Corte Suprema de Justicia 
el 2 de octubre de 200776, tal como lo señala la Comisión Co-
lombiana de Juristas: la Corte “en una decisión que rompió 
con la lógica de sus valiosos y sabios pronunciamientos 
anteriores, determinó que las víctimas no tienen derecho a 
participar plenamente en los procesos que, conforme a la 
Ley 975 de 2005, se siguen con los paramilitares. Las vícti-
mas, según la Corte, sólo podrán intervenir después de que 
concluya la etapa de investigación y de que el paramilitar 
acepte los cargos que le formule la Fiscalía” (Ídem: 124). Sin 
embargo, la Corte olvidó que no hay un juicio como tal, que 
después de la aceptación de cargos continúa la sentencia 
por los hechos que solo reconoció el paramilitar y que la 
Fiscalía incluyó en la aceptación de cargos. De esta mane-
ra, queda reducida la participación de las víctimas dentro 
del procedimiento de la Ley de Justicia y Paz, ceñida a las 
decisones que tome el fiscal del caso. 
La falta de garantías en la protección de las víctimas que 
se empoderan y hacen valer sus derechos dentro del proceso 
de justicia y paz se hace manifiesta. Amenazas, homicidios, 
entre otras conductas punibles en contra de éstas, han sido 
una constante; así lo ha señalado la Corte Constitucional 
en varios pronunciamientos: –Auto 200 de 2007, Auto 092 
de 2008, Sentencia de Tutela 496 del mismo año–. En esta 
última, la Corte es explicita al señalar que las accionantes77 
dentro del proceso de justicia y paz se encuentran en una 
76 Corte suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Auto del 2 de octubre de 
2007, expediente 27.484. (Comisión Colombiana de Juristas, 2008: 124).
77 Acción de tutela instaurada por patrIcIa BurItIcá céSpedeS en nombre propio 
y en representación de “Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la 
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situación de especial vulnerabilidad ante un riesgo extraor-
dinario debido al impacto diferencial en razón del género 
dentro del conflicto armado. Riesgo que atenta contra la 
seguridad personal, vida, integridad personal y el derecho 
al acceso a la justicia, por lo que concluyó que: “evaluada 
la estrategia diseñada por las autoridades demandadas 
para brindar protección a las víctimas de los procesos ju-
diciales de esclarecimiento de la verdad de justicia y paz, 
aquella no se acoge satisfactoriamente a los principios que 
la jurisprudencia y la práctica internacional han estable-
cido para este tipo de programas especiales, ni incorpora 
satisfactoriamente los elementos mínimos de racionalidad de un 
programa que se inserte en una política pública global de 
garantía de seguridad, libertad y acceso pleno a la justicia, 
de las víctimas y testigos de la criminalidad sistemática y 
/o generalizada78. 
Retomando anteriores pronunciamientos y lo manifes-
tado por una parte por la Defensoría del Pueblo sobre la 
advertencia de, al menos, tres alertas tempranas del riesgo 
al que están expuestos los y las directivas y los y las inte-
grantes de la Liga de Mujeres Desplazadas; y, por la otra, 
el homicidio del señor ferNaNdo heNry acuña ruIz79, líder 
comunal y hermano de una líder del mencionado grupo 
de desplazados frente a su vivienda en el municipio de 
Turbaco, ordenó al Ministro del Interior y de Justicia y al 
Director de Acción Social que envíe80 un informe a la Corte 
Constitucional en el que describa (I) qué acciones concretas 
tomaron como consecuencia de las órdenes de protección 
Paz” (Imp), y otras mujeres víctimas de la violencia, contra el Ministerio del 
Interior y de Justicia y la Fiscalía General de la Nación.
78 Corte Constitucional, sentencia T- 496 de 2008. M.P. jaIme córdoBa trIvIño.
79 Homicidio efectuado el día 12 de enero de 2009. www.eltiempo.com. Noticia 
22 de enero de 2009. 
 http://www.eltiempo.com/colombia/caribe/asesinato-de-lider-tiene-
atemorizado-a-barrio-de-desplazadas-en-turbaco-bolivar_4763768-1. 
80 Al 6 de febrero de 2009.
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impartidas por esta Corporación en el Auto 200 de 2007 
respecto de la Liga de Mujeres Desplazadas, (II) qué ac-
ciones concretas tomaron como respuesta a cada uno de 
los informes de riesgo y alertas tempranas emitidos por 
la Defensoría del Pueblo y citados en el presente auto, (III) 
qué razones existen para que, al parecer, un miembro inte-
grante del grupo de desplazados referido no haya estado 
protegido adecuadamente, (Iv) qué razones existen para 
que, al parecer, no se haya reaccionado idóneamente a los 
tres informes de riesgo mencionados, (v) quiénes son los 
funcionarios responsables de esas aparentes negligencias, y 
(vi) qué medidas tomará para que éstas no se presenten en 
el futuro81. Así mismo, ordenó al director de Acción Social 
realizar las labores de coordinación necesaria para que las 
autoridades implementen mecanismos de protección para 
salvaguardar el derecho a la vida, seguridad personal de 
las líderes e integrantes de la Liga de Mujeres Desplazadas. 
Al tiempo que le solicitó al Fiscal General de la Nación 
adelantar la investigación y acusación de los responsables 
del homicidio de ferNaNdo heNry acuña ruIz.
Estas son algunas de las barreras culturales, económicas 
y legales que las víctimas de violaciones de derechos huma-
nos, en su mayoría rurales, deben enfrentar en la busqueda 
de su derecho de acceso a la justicia y en el reconocimiento, 
protección, reparación de sus derechos vulnerados. En la 
práctica, la situación de las víctimas es desalentadora, sus 
garantías están restringidas desde antes de entrar al siste-
ma, y la falta de las mismas en la normatividad de la ley 
de justicia y paz son evidentes. 
81 Corte Constitucional, Auto 009 de 2009
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a maNera de coNcluSIóN 
Es importante tener en cuenta que las barreras de acceso a 
la justicia en el sistema judicial respecto de violaciones de 
derechos humanos en población rural son de distinto orden 
(culturales, socioeconómicas, legales, etc.), y se acentúan 
de manera desproporcionada respecto de indígenas, afro-
descendientes y mujeres, mucho más cuando estas últimas 
pertenecen a los pueblos mencionados. Es por ello que el 
Estado social de derecho, que se dice pluricultural, en aras 
de brindar una justicia igualitaria, debe tener en cuenta sus 
destinatarios y sus diferencias. 
La articulación de la teoría, las normas y la práctica se 
hace necesaria para la efectividad del derecho de acceso a 
la justicia. Más cuando se trata de víctimas que han sufrido, 
entre otras violaciones: desplazamiento forzado y con él 
pérdidas materiales y morales; violencia sexual; pérdida de 
sus seres queridos como consecuencia de masacres, desapa-
rición forzada, etc. En tanto son personas que fueron en un 
primer momento victimizadas con tan graves violaciones, 
es decir que se les desconocieron y vulneraron sus derechos, 
buscan en el sistema judicial que se los reconozcan, protejan 
y reparen; y, si el sistema judicial es de difícil acceso, serán 
doblemente revictimizadas.
Teniendo en cuenta que el desconocimiento de los dere-
chos es uno de los principales obstáculos para hacer efectivo 
el acceso a la justicia, es imperioso que el Estado capacite a 
sus funcionarios y funcionarias tanto en el tema jurídico como 
en el de sensibilización desde una perspectiva diferencial. 
De lo contrario, los recursos judiciales serán ilusorios. 
Así mismo, se requiere de abogados capacitados para 
lograr un acompañamiento judicial idóneo a lo largo del 
proceso. La sociedad civil también debe asumir esta función; 
actualmente, organizaciones no gubernamentales con ahín-
co han asumido esta labor, sin embargo por la cantidad de 
206
víctimas no son suficiente, y es por ello que la participación 
activa de colegios de abogados se hace necesaria82.
La investigación, enjuiciamiento y sanción de los respon-
sables es una obligación de medio, que debe asumirse con 
seriedad y rigor. Dicho en otras palabras, no se trata de una 
simple formalidad. El Estado debe abstenerse de realizar 
cualquier conducta que impida el cumplimiento de esta 
obligación y efectuar acciones positivas para lograrlo. De 
lo contrario, y ante el incumplimiento de éste, tendrá que 
responder ante instancias internacionales. 
Se requiere que el Ministerio del Interior y de Justicia y 
la Fiscalía General de la Nación acaten lo ordenado por la 
T- 496 de 2008, los Autos 200 de 2007 y 009 de 2009 en el 
sentido de desarrollar las acciones necesarias encaminadas a 
realizar una revisión integral del Programa de Protección de 
Víctimas y Testigos de la Ley de Justicia y Paz, y así cumpla 
con los principios y elementos mínimos de racionalidad, de 
conformidad con los estándares internacionales en aquellos 
procesos en los que se investigan graves, sistemáticas y 
generalizadas violaciones a derechos humanos. 
En relación con la investigación en la Ley de Justicia y 
Paz, se advierten mayores recursos económicos y humanos 
para obtener un acceso a la justicia material, esto es una, 
sentencia pronta y ejecutable.
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